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Providencia:                         Sentencia de 12 de septiembre de 2018

Radicación Nro.

66001-31-05-004-2016-00176-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Pedro Vicente Rojas García

Demandado:


Administradora Colombiana de Pensiones y otro
Magistrado Ponente:            Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
           Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Temas:

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / BENEFICIARIOS DE MEJOR DERECHO / PRESCRIPCIÓN / NO APLICA PARA MENORES DE EDAD / INTERESES DE MORA / TRATÁNDOSE DE MENOR DE EDAD DEBEN PAGARSE DESDE LA FECHA DEL RECLAMO, AUNQUE HUBIERA OTRO BENEFICIARIO
El literal d) –del artículo de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003– establece claramente que los padres del causante solo podrán disfrutar de la pensión –de sobrevivientes​– en caso de que no haya cónyuge o compañera permanente e hijos con derecho.

… para reconocer la pensión de sobrevivientes a favor de los cónyuges y los compañeros permanentes, les corresponderá acreditar que hicieron vida marital con el causante durante por lo menos cinco años continuos e ininterrumpidos, convivencia ésta que en el caso de los compañeros permanentes deberá haberse presentado en los cinco años inmediatamente anteriores al deceso.
… a partir de la sentencia SL 704 de 2 de octubre de 2013 radicación Nº 44.454, la Corporación moderó la anterior posición jurisprudencial, en el sentido de conceder los mencionados intereses moratorios, pero a partir de la ejecutoria de la sentencia, en aquellos eventos en los que la respectiva administradora no haya reconocido la prestación económica a su cargo, bien porque tenga respaldo normativo o bien porque dicha negativa provenga de la aplicación minuciosa de la Ley.
No obstante lo anterior, coincide la Sala Mayoritaria en que por tratarse de una menor de edad que acreditó válidamente ante Colpensiones la calidad de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes causada por el fallecimiento de su progenitora, la entidad debió revocar la Resolución No. 016715 de 2007, para reconocer a favor de Gisell Tatiana Rojas Junco la prestación, por lo menos desde la fecha en que tuvo conocimiento de su existencia, en aplicación y con fundamento a lo dispuesto en el artículo 44 de la Constitucional Nacional .

SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Tal como lo propuse en la ponencia que presenté inicialmente, considero que la sentencia del juzgado de conocimiento proferida el 26 de febrero de 2018 que negó las pretensiones de la demanda, debió ser modificada tal como paso a explicar.

Al analizar desde qué fecha debería la Administradora Colombiana de Pensiones empezar a pagar la mesada pensional a favor de la menor, considero que a la Administradora Colombiana de Pensiones, no le era posible suspender el pago de la mesada pensional que previamente había reconocido con el lleno de los requisitos legales a la señora Ana Bertilde Navas, sin tener para el efecto una orden judicial en tal sentido, tal como lo adoctrinó la Sala de Casación Laboral en la sentencia STL8392 de 22 de junio de 2018, por lo tanto no podía la Sala mayoritaria como lo hizo, ordenar el pago retroactivo de la pensión de sobrevivientes a favor de la menor Gisell Tatiana Rojas Junco, desde el 16 de septiembre de 2014, pues tal pago solo podía disponerse a partir del 1º de octubre de 2016, fecha en que la señora Ana Bertilde Navas Medina dejó de percibir la mesada pensional.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, doce de septiembre de dos mil dieciocho, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación presentados por los demandados y el grado jurisdiccional de consulta que se dispuso en favor de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y el demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 2 de mayo de 2018, dentro del proceso que promueve el señor  PEDRO VICENTE ROJAS GARCÍA en nombre propio y en representación de la menor GISELL TATIANA ROJAS JUNCO en contra de la mencionada entidad y la señora ANA BERTILDE NAVAS MEDINA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00176-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Pedro Vicente Rojas García que la justicia laboral declare que él y su hija Gisell Tatiana Rojas Junco tienen derecho a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de la señora Lilia Junco Navas y no la señora Ana Bertilde Navas Medina quien la viene disfrutando como madre de la causante.

Con base en ello aspira que se condene a la entidad accionada a reconocer y pagar la prestación económica, los intereses moratorios y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El 21 de febrero de 2004 falleció la señora Lilia Junco Navas; que convivieron en unión libre desde el año 1998, pero solo el 18 de enero de 2002 contrajeron matrimonio civil; de esa unión nació una hija que responde al nombre de Gisell Tatiana Rojas Junco; el 24 de octubre de 2013 solicitó ante la Administradora Colombiana de Pensiones el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes; mediante Resolución GNR 193415 de 29 de mayo de 2014 le fue negada porque el derecho se había reconocido a la señora Ana Bertilde Navas Medina desde el año 2007 por el Instituto de Seguros Sociales; frente a dicha negativa solicitó la revocatoria directa del acto para que en su lugar, se reconociera la pensión de sobreviviente en favor de su hija Gisell Tatiana Rojas Junco, sin embargo la entidad demandada tampoco accedió a esa solicitud y, requirió a la señora Ana Bertilde Navas Medina para que en el término de un mes, allegara los documentos correspondientes por medio de los cuales autorizara la revocatoria de la Resolución No. 16715 de 2007 por medio de la cual se le había reconocido la pensión de sobrevivientes.
Al contestar la demanda –fls.40 a 48- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados anteriormente, salvo lo relativo al cumplimiento del requisito de la convivencia para acceder a la pensión de sobrevivientes que reclama, frente al cual expuso que no le constaba. No se opuso al reconocimiento de la prestación económica a favor del demandante y su hija menor, pero sí, al pago retroactivo de la misma y a la condena por concepto de intereses moratorios. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Improcedencia de retroactivo pensional”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Buena fe”, “Prescripción” e “Innominada”.

Por su parte, la señora Ana Bertilde Navas Medina al dar respuesta al libelo introductorio –fls.196 a 207- aceptó la fecha de fallecimiento de su hija, el vínculo matrimonial de ella con el demandante, la procreación de la niña Gisel Tatina Rojas Junco y, el contenido de las resoluciones Nº 16715 de 2007 y GNR 93409 de 2015, advirtiendo que el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a su favor, tuvo lugar por solicitud de Colpensiones que a través de uno de sus funcionarios la requirió para que presentara la documentación correspondiente. Frente a los demás hechos indicó que no le constan o no son ciertos. Se opuso a las pretensiones dirigidas al reconocimiento de la prestación económica reclamada por el señor Pedro Vicente Rojas García y el pago de suma alguna por concepto de retroactivo pensional. Propuso las excepciones de fondo de “Inexistencia de presupuestos fácticos y jurídicos para prosperidad de la acción respecto al señor Pedro Vicente Rojas García”, “Prescripción”, “Improcedencia de retroactivo de pensión, por cuenta de Colpensiones ni de mi representada”, “Buena fe exenta de culpa de la demandada Ana Bertilde Navas Medina”, “Pensión de sobrevivientes a mi mandante apoyada en la fe pública como quiera que la fallecida la dejó a aquella como su beneficiaria en Colpensiones”, “Falta de legítimo derecho del demandante para invocar la presente acción en contra de mi mandante” y “Cualquier hecho que se halle probado y que constituya excepción”.

En sentencia de 2 de mayo de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que la menor Gisell Tatiana Rojas Junco era la única beneficiaria de la señora Lilia Junco Navas, pues dada su calidad de hija de la causante, tiene mejor derecho que la señora Ana Bertilde Navas Medina; motivo por el que reconoció la prestación económica a favor de ella a partir del 21 de febrero de 2004.

Por lo anterior, le ordenó a la señora Navas Medina devolver la totalidad de las mesadas recibidas desde el 21 de febrero de 2004 y el 15 de septiembre de 2014 a favor de la menor, mientras que a la Administradora Colombiana de Pensiones le ordenó pagar el retroactivo pensional causada entre el 16 de septiembre de 2014 y el 30 de abril de 2018, fijando dichos valores en $66.058.772 y $34.898.276, respectivamente, lo anterior, porque la prescripción no corre frente al derecho pensional de la menor Gisell Tatiana Rojas Junco.
Finalmente condenó a la entidad accionada a reconocer los intereses moratorios a favor de la hija de la causante, a partir del 17 de noviembre de 2014 y hasta que se verifique el pago total de la obligación, esto es, dos meses después de que la menor solicitara el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, a través de su padre, el señor Pedro Vicente Rojas García 

Inconformes con la sentencia las demandadas interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos.

La Administradora Colombiana de Pensiones, aduce que la condena impuesta por concepto de retroactivo pensional e intereses moratorios es improcedente, porque quedó acreditado en el proceso que esa entidad negó la prestación económica reclamada por el actor y la menor Gisell Tatina Rojas Junco, no por capricho u omisión, sino porque previamente la señora Ana Bertilde Navas Medina los indujo a error el cual perduró solo hasta que aquellos solicitaron el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes que había dejado causada la señora Lilia Junco Navas, refiriendo que en todo caso, una vez evidenciada esa irregularidad, Colpensiones actuó de manera pronta y de buena fe, todo para no atentar contra los derechos fundamentales de quienes acreditaban los requisitos en calidad de beneficiarios con mejor derecho.

Por su parte la señora Ana Bertilde Navas Medina, presenta inconformidad en cuanto a la orden que le fuera impuesta consistente en la devolución del retroactivo pensional; insiste en que fue la misma administradora de pensiones quien la contactó y le informó que debía retirar un dinero que le había dejado su hija; desconocía lo que habían declarado extrajudicialmente los señores María Alicia Suta y Rubén Darío Muñoz; los formularios para reclamar la pensión de sobrevivientes los diligenció una tercera persona porque ella no sabe leer ni escribir bien; ignoraba si su nieta Gisell Tatiana Rojas Junco estaba percibiendo pensión porque el señor Pedro Vicente Rojas García se la había llevado lejos de Bogotá y perdió todo contacto con ellos; insiste en que su actuar siempre fue de buena fe y el tiempo que se tardó para reclamar la prestación económica, dan cuenta de que ella no quiso aprovecharse de la situación ni menos perjudicar a su nieta y; culpa a Colpensiones por ser la entidad que la indujo a error, haciéndole creer que era ella y no Gisell Tatiana Rojas Junco, quien ostentaba la calidad de beneficiaria de la señora Lilia Junco Navas.     
Así mismo, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a favor del señor Pedro Vicente Rojas García y la Administradora Colombiana de Pensiones. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Quedó acreditado en el proceso que el señor Pedro Vicente Rojas García y la menor Gisell Tatiana Rojas Junco tienen mejor derecho que la señora Ana Bertilde Navas Medina como beneficiarios de la causante Lilia Junco Navas?

Según las resultas del interrogante anterior, deberá analizarse si resulta procedente condenar al pago del retroactivo pensional e intereses moratorios en los términos de la sentencia apelada y consultada. 

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.

Dispone el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 quienes son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de un pensionado o de un afiliado que haya cumplido las exigencias previstas en el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que modificó el 46 de la Ley 100 de 1993. 
El literal d) de la disposición establece claramente que los padres del causante solo podrán disfrutar de la pensión en caso de que no haya cónyuge o compañera permanente e hijos con derecho.

2. REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LAS CONYUGES Y LAS COMPAÑERAS PERMANENTES PARA SER BENEFICIARIAS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 de 2003.

Establece el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, que para reconocer la pensión de sobrevivientes a favor de los cónyuges y los compañeros permanentes, les corresponderá acreditar que hicieron vida marital con el causante durante por lo menos cinco años continuos e ininterrumpidos, convivencia ésta que en el caso de los compañeros permanentes deberá haberse presentado en los cinco años inmediatamente anteriores al deceso.

3. CARÁCTER DE LOS INTERESES MORATORIOS DEL ARTÍCULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993.

Ha manifestado la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL 13388 de 1º de octubre de 2014 radicación Nº
46.786 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz que: “En relación con los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, ha sostenido la Corte tradicionalmente desde la sentencia de 23 de septiembre de 2002, rad. N° 18512, que en principio deben ser impuestos siempre que haya retardo en el pago de mesadas pensionales independientemente de la buena o mala fe en el comportamiento del deudor, o de las circunstancias particulares que hayan rodeado la discusión del derecho pensional en las instancias administrativas, en cuanto se trata simplemente del resarcimiento económico encaminado a aminorar los efectos adversos que produce al acreedor la mora del deudor en el cumplimiento de las obligaciones. Es decir, tiene carácter resarcitorio y no sancionatorio.”.

No obstante lo anterior, expresó en esa misma providencia el máximo órgano de la jurisdicción laboral que a partir de la sentencia SL 704 de 2 de octubre de 2013 radicación Nº 44.454, la Corporación moderó la anterior posición jurisprudencial, en el sentido de conceder los mencionados intereses moratorios, pero a partir de la ejecutoria de la sentencia, en aquellos eventos en los que la respectiva administradora no haya reconocido la prestación económica a su cargo, bien porque tenga respaldo normativo o bien porque dicha negativa provenga de la aplicación minuciosa de la Ley.

4. PERCEPCIÓN DE LAS MESADAS PENSIONALES POR LA PERSONA A QUIEN POR ACTO DE LA ADMINISTRADORA SE LE HA RECONOCIDO EL DERECHO.

En sentencia STL 8392 – 2018, al analizar un evento en el que por la vía administrativa se había reconocido una pensión de sobrevivientes a una persona y mediante proceso judicial otra quería que se declarase que tenía mejor derecho que ella, la Sala de Casación Laboral dejó dicho que mientras se adelanta el proceso judicial correspondiente, quien venía percibiendo la prestación debe continuar disfrutándola, esto es, que solo la orden judicial habilita a quien previamente reconoció el derecho para dejar de cumplir con su propio acto.  

EL CASO CONCRETO

El 21 de febrero de 2004 falleció la señora Lilia Junco Navas –fl.13-; el 22 de septiembre de 2006 la señora Ana Bertilde Navas Medina solicitó ante el Instituto de Seguros Sociales el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes en calidad de beneficiaria de su hija fallecida –fl.269-; la entidad demandada luego de verificar que la señora Junco Navas había cotizado 60 semanas en los tres años anteriores a su deceso; superaba el 20% de fidelidad al sistema; que la señora Ana Bertilde Navas Medina con los documentos allegados acreditaba su calidad de beneficiaria; mediante Resolución No. 016715 de 2007 -fls.270 y 271- le concedió la pensión de sobrevivientes a partir del 21 de febrero de 2004 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, la cual venía cancelando mes a mes.

No obstante, el 24 de octubre de 2013 el señor Pedro Vicente Rojas García solicitó ante la Administradora Colombiana de Pensiones, la pensión de sobrevivientes en calidad de cónyuge supérstite de la afiliada fallecida Lilia Junco Navas; la cual le fue negada a través de la Resolución GNR 193415 de 24 de octubre de 2014; frente a ese acto administrativo el accionante solicitó la revocatoria directa para que en su lugar se reconociera a su favor y de la menor Gisell Tatiana Rojas Junco, dicha prestación económica, esta última en calidad de hija de la causante; sin embargo, mediante Resolución GNR 93409 de 26 de marzo de 2015 Colpensiones negó esa petición. 

En el presente asunto, la calidad de hija de Gisell Tatiana Rojas Junco se encuentra acreditada con el registro civil de nacimiento expedido por la Notaría Cincuenta el Círculo de Bogotá –fl.14- en el que se informa que la menor nacida el 21 de noviembre de 2003, es hija de la señora Lilia Junco Navas; por lo que de conformidad con lo establecido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su madre, desplazando automáticamente a la señora Ana Bertilde Navas Medina como beneficiaria de la prestación.

Sentado lo anterior, se verificará si, tal como se aduce en la demanda, el señor Pedro Vicente Rojas García acreditó ser beneficiario de la señora Junco Navas en calidad de cónyuge supérstite, y para ello, basta únicamente con tener en cuenta lo confesado por éste en su declaración de parte, cuando manifestó que con anterioridad a la fecha en que contrajo matrimonio civil con la causante, esto es, el 18 de enero de 2002 –fl.16-, ellos no habían vivido juntos y que fue él el que llevó toda la obligación del hogar durante el lapso que perduró esa unión.
Así las cosas, se puede concluir entonces que entre el actor y la señora Lilia Junco Navas no existió una convivencia continua e ininterrumpida de cinco años con antelación al deceso de la afiliada, ya que si bien en la demanda se indicó que con anterioridad a dicho vínculo matrimonial y, desde enero del año 1998, la pareja había convivido como compañeros permanentes, lo cierto es que lo manifestado por el señor Pedro Vicente Rojas García, de manera libre y espontánea al momento de absolver el interrogatorio de parte, desmiente tal afirmación, en consecuencia, el punto de inicio debe ubicarse el 18 de enero de 2002 cuando contrajeron matrimonio, y al haber fallecido la señora Lilia Junco Navas el 21 de febrero de 2004, la convivencia tan solo se habría prolongado por espacio de 2 años, 1 mes y 4 días.

En ese entendido, al no haberse acreditado el requisito mínimo de convivencia previsto en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, no tiene derecho el accionante a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes que reclama, como acertadamente lo concluyó la a-quo.

Resuelto lo anterior, y en todo caso, al haber sido despojada de la prestación la señora Ana Bertilde Navas Medina por existir una persona con mejor derecho, le corresponde cancelarle a aquella, el 100% de las mesadas pensionales que ha recibido desde el 21 de febrero de 2004 –calenda a partir de la cual se le concedió el disfrute del derecho pensional conforme a la Resolución No 016715 de 2007 visible a folio 270-, porque como bien lo adujo la juez de primer grado, frente a los menores de edad, como es el caso de Gisell Tatiana Rojas Junco, no corre el término prescriptivo.

Ahora, pasará la Sala a analizar, desde qué fecha deberá la Administradora Colombiana de Pensiones empezar a pagar la mesada pensional a favor de la menor, esto es, si desde el 16 de septiembre de 2014 como se ordenó en primera instancia o en una fecha posterior, para lo cual, debe indicarse que la entidad demandada venía pagando la mesada pensional a la señora Ana Bertilde Navas Medina, con fundamento en la Resolución No. 016715 de 2007, previo haber adelantado los trámites y publicaciones correspondientes –según consta en el expediente administrativo allegado en medio magnético por la demandada visible entre los folios 150 y 151-, sin que se presentara, para ese entonces, ninguna persona con igual o mejor derecho a reclamar la referida pensión de sobrevivientes, por lo tanto, no le era viable a motu proprio, dejar sin efecto ese acto administrativo y menos, sin la aquiescencia de la pensionada, autorización que procuró obtener, tal como se evidencia en la Resolución GNR93409 de 26 de marzo de 2015, sin obtener ningún pronunciamiento por parte de aquella.
Así las cosas, solo en cumplimiento de la orden emitida el 17 de marzo de 2016 –fls.31 y 32-, por la Juez de conocimiento, esa entidad, mediante el acto administrativo GNR 278799 de 20 de septiembre de 2016, dejó sin efecto la Resolución No. 16715 de 2007 por medio de la cual se le había concedido la pensión de sobrevivientes a la señora Ana Bertilde Navas Medina.

No obstante lo anterior, coincide la Sala Mayoritaria en que por tratarse de una menor de edad que acreditó válidamente ante Colpensiones la calidad de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes causada por el fallecimiento de su progenitora, la entidad debió revocar la Resolución No. 016715 de 2007, para reconocer a favor de Gisell Tatiana Rojas Junco la prestación, por lo menos desde la fecha en que tuvo conocimiento de su existencia, en aplicación y con fundamento a lo dispuesto en el artículo 44 de la Constitucional Nacional .

En ese orden de ideas, acertada fue la decisión de primer grado en cuanto reconoce a la menor el pago de la mesada pensional a partir del 16 de septiembre de 2014, sin perjuicio de las demás que se causen hasta que la menor arribe a su mayoría de edad o acredite que continuó estudiando, con el fin de que pueda seguir disfrutando la pensión de sobrevivientes hasta que cumpla los 25 años de edad.

Ahora, si bien el Juzgado de conocimiento ordenó a la señora Navas Mediana devolver la totalidad de las mesadas recibidas desde el 21 de febrero 2004 al 15 de septiembre de 2014 a la citada menor, en esta oportunidad se adicionará la providencia para indicar que citada señora debe reintegrar a Colpensiones las mesadas que le fueron cancelada entre el 16 de septiembre de 2014 y la data en que se le suspendió el pago, que lo fue el 30 de septiembre de 2016.

Así mismo, como la falladora de primer grado no se pronunció respecto al pago de los aportes al Sistema General de Salud, se autoriza a Colpensiones para que descuente del retroactivo pensional causado, el 12% correspondiente para cubrir tales cotizaciones, para lo cual, se adicionará la providencia revisada.  

También se actualizará la condena impuesta en primera instancia para liquidar la prestación hasta el 31 de agosto de 2018, que arroja un total de $38.804.472          , conforme el anexo que se pone en conocimiento de los presente y hará parte integrante del acta que se levante con ocasión a esta diligencia.
Adicionalmente, considera la Sala, que hay lugar a compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación con el fin de que investigue los posibles punibles en los que pudo incurrir la señora Ana Bertilde Navas Medina, al omitir informar al otrora Instituto de Seguros Sociales, sobre la existencia de una beneficiaria con mejor derecho al momento de tramitar su solicitud de pensión, pues, quedó acreditado dentro del proceso que aquella siempre tuvo conocimiento de la existencia de su nieta, confesión que hizo en su declaración de parte. 
Finalmente, en cuanto a los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a que fue condenada la entidad accionada, debe indicarse que en el presente asunto no se evidencia mora en el pago de las mesadas pensionales por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones, pues, con fundamento legal venía pagando oportunamente a quien le fue reconocida la pensión de sobrevivientes como se expuso anteriormente, sin que esa actuación pueda calificarse como arbitraria o caprichosa.  
Sin embargo, con los mismos argumentos expuestos para reconocer el derecho pensional a favor de la menor a partir del 16 de septiembre de 2014, es decir la prevalencia del derecho de los niños sobre los de los demás, la entidad debió reconocer y ordenar el pago a la menor por los menos dentro de los dos meses siguientes y cómo así no lo hizo, la condena impuesta por intereses también será confirmada.
Costas en esta instancia, a cargo de la señora Ana Bertilde Navas Medina, por no salir avante su recurso de apelación.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales CUARTO y QUINTO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, el cual quedarán así:

“CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la menor GISELL TATIANA ROJAS JUNCO por concepto de retroactivo pensional causado entre el 16 de septiembre de 2014 y el 31 de agosto de 2018 la suma de $38.804.472, sin perjuicio de las demás que se causen hasta que la menor arribe a su mayoría de edad o acredite que continuó estudiando, con el fin de que pueda seguir disfrutando la pensión de sobrevivientes hasta que cumpla los 25 años de edad.  De dicho suma Colpensiones deberá descontar el 12% para cubrir los aportes a la Sistema General de Salud.

QUINTO. CONDENAR a la señora ANA BERTILDE NAVAS MEDINA a pagar a favor de la menor GISELL TATIANA ROJAS JUNCO por concepto de reembolso de mesadas pensionales percibidas entre el 21 de febrero de 2004 y el 30 de septiembre de 2016 la suma de $82.815.023.  Así mismo se le ordena reintegrar a Colpensiones las mesadas causadas entre el 16 de septiembre de 2014 y el 30 de septiembre de 2016.
SEGUNDO: COMPULSAR copias de los actos pertinentes a la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN con el fin de que investigue los eventuales punibles en que haya podido incurrir la señora ANA BERTILDE NAVAS MEDINA al omitir informar a la Administradora sobre la existencia de menor de edad con derecho a gozar de la prestación”.

TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por apelación y consulta se ha conocido.

CUARTO. CONDENAR en costas de la instancia a la señora ANA BERTILDE NAVAS MEDINA.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

Salva Voto
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Tal como lo propuse en la ponencia que presenté inicialmente, considero que la sentencia del juzgado de conocimiento proferida el 26 de febrero de 2018 que negó las pretensiones de la demanda, debió ser modificada tal como paso a explicar.

Al analizar desde qué fecha debería la Administradora Colombiana de Pensiones empezar a pagar la mesada pensional a favor de la menor, considero que a la Administradora Colombiana de Pensiones, no le era posible suspender el pago de la mesada pensional que previamente había reconocido con el lleno de los requisitos legales a la señora Ana Bertilde Navas, sin tener para el efecto una orden judicial en tal sentido, tal como lo adoctrinó la Sala de Casación Laboral en la sentencia STL8392 de 22 de junio de 2018, por lo tanto no podía la Sala mayoritaria como lo hizo, ordenar el pago retroactivo de la pensión de sobrevivientes a favor de la menor Gisell Tatiana Rojas Junco, desde el 16 de septiembre de 2014, pues tal pago solo podía disponerse a partir del 1º de octubre de 2016, fecha en que la señora Ana Bertilde Navas Medina dejó de percibir la mesada pensional.

Bajo tales circunstancias, debió quedar a cargo de la señora Ana Bertilde Navas Medina, reembolsar a la menor Gisell Tatiana Rojas Junco el total de los dineros percibidos ante el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, que según la certificación de nómina allegada por la entidad demandada corresponde a las mesadas causadas entre el 21 de febrero de 2004 y el 30 de septiembre de 2016, las cuales ascienden a $82.815.023, mientras que a la Administradora Colombiana de Pensiones, correspondía pagar a la menor el retroactivo pensional generado entre el 1º de octubre de 2016 y el 31 de agosto de 2018, en la suma de $20.117.036, sin perjuicio de las demás que se causen hasta que la menor arribe a su mayoría de edad o acredite que continuó estudiando, con el fin de que pueda seguir disfrutando la pensión de sobrevivientes hasta que cumpla los 25 años de edad.

Lo anterior, porque sin importar la buena o mala fe de la señora Navas Medina, al no ostentar la calidad de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes que dejó causada su hija Lilia Junco Navas, tales dineros no tendrían justificación legal alguna para ingresar a su patrimonio, máxime, cuando está de por medio el derecho pensional a favor de una menor de edad.  Pero es ella quien debe responder por tales sumas, más no resulta acorde con la sostenibilidad financiera del sistema imponer un nuevo pago de la obligación a cargo de la administradora de pensiones.
Así mismo, considero que con igual argumento debió analizarse el tema de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, primero porque no se evidencia mora en el pago de las mesadas pensionales por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones y segundo porque la negativa a reconocer y pagar la pensión de sobrevivientes a favor de la menor Gisell Tatiana Rojas Junco tenía una justificación legal, como se expuso anteriormente, sin que esa actuación pueda calificarse como arbitraria o caprichosa.

En razón de los anteriores argumentos, debió ordenarse el reconocimiento de los intereses moratorios, solo a partir de la ejecutoria de esta sentencia en el evento que la Administradora Colombiana de Pensiones no cumpla con su deber de cancelar el retroactivo pensional a que tiene derecho la menor Gisell Tatiana Rojas Junco, resultando del caso modificar en tal sentido el numeral sexto de la sentencia revisada. 

Dejo así salvado mi voto de manera parcial.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
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